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MOTIVACIÓN 

 
La Junta Cantonal de Protección de Derechos la cual es organizada y financiada 
por el GAD Municipal de Gualaquiza, como un órgano operativo con autonomía 
administrativa y funcional; se constituye en un mecanismo idóneo para 
garantizar de manera expedita, en la vía administrativa, los derechos de los 
grupos de atención prioritaria en el cantón, cuando exista una amenaza y 
violación de los mismos.  
 
El Consejo Cantonal de Protección de Derechos en uso de sus atribuciones de; 
formulación, observancia, seguimiento, evaluación de política y con el fin de 
garantizar un enfoque adecuado y la visión de un equipo multidisciplinario 
para atender los casos que se presentan en la Junta Cantonal de Protección de 
Derechos propone la Tercera Reforma a la Ordenanza de Organización del 
Sistema de Protección Integral de Derechos en el cantón Gualaquiza. 
 

 
EL CONCEJO DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL 

DE GUALAQUIZA 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que, el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador refiere que el 
Ecuador es un estado Constitucional de Derechos y justicia, social, 
democrático, que se organiza en forma de república y se gobierna de manera 
descentralizada; 
 
Que, el artículo 3, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador, 
establece que, “1.- Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los 
derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales, en particular la educación, salud, la alimentación, la seguridad 
social, y el agua para sus habitantes.” 

 
Que, el artículo 10 inciso primero, de la Constitución de la República del 
Ecuador determina que: “Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades 
y colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales”. 
 
Que, el artículo 11, numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador 
determina que: “Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos 
derechos, deberes y oportunidades. Nadie podrá ser discriminado por razones 
de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad 
cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado 
judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, 
estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier 
otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por 
objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de 
los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación.  
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El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad 
real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de 
desigualdad.”  
 
Que, el artículo 11 numeral 9 de la Constitución de la República del ecuador 
refiere que, el más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar 
los derechos garantizados en la Constitución. 
 
Que, el artículo 11, el numeral 5 de la Constitución de la República del Ecuador 
establece que “En materia de derechos y garantías constitucionales, las 
servidoras y servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar 
la norma y la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia.” 
 
Que, el artículo 11, el numeral 8 de la Constitución de la República del Ecuador 
manda que el contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva 
a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado 
generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno 
reconocimiento y ejercicio; 
 
Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, consagra 
que: “Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de la libertad y 
quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, 
recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. 
La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las 
víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales 
o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en 
condición de doble vulnerabilidad”. 
 
Que, los artículos 36, 37 y 38 de la Constitución de la República del Ecuador, 
reconocen y garantizan  los derechos de las personas adultas mayores. 
 
Que, el artículo 39 inciso primero de la Constitución de la República del 
Ecuador establece que “El Estado debe garantizar los derechos de las jóvenes y 
los jóvenes, y promoverá su efectivo ejercicio a través de políticas y 
programas, instituciones y recursos que aseguren y mantengan de modo 
permanente su participación e inclusión en todos los ámbitos, en particular en 
los espacios del poder público.” 
 
Que, los artículos 40, 41 y 42 de la Constitución de la República del Ecuador, 
enuncia el derecho de las personas a migrar así como ordena los derechos de 
las personas, cualquiera  sea su condición migratoria. 
 
Que, los artículos 44, 45 y 46 de la Constitución de la República del Ecuador, 
instala los derechos de la niñez y la adolescencia,  disponiendo al Estado,  la 
sociedad y la familia en sus diversos tipos, la promoción de su desarrollo 
integral de una manera prioritaria, atendiendo al principio del interés superior 
y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas. 
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Que, los artículos 47, 48 y 49 de la Constitución de la República del Ecuador, 
reconocen los derechos para las personas con discapacidad, garantizando 
políticas de prevención y procura la equiparación de oportunidades y su 
integración social. 
 
Que, los artículos 56, 57, 58, 59, y 60 de la Constitución de la República del 
Ecuador, reconocen y garantizan los derechos colectivos de las comunas, 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, del pueblo afroecuatoriano, 
el pueblo montubio y las que forman parte del Estado ecuatoriano, único e 
indivisible. 
 
Que, el artículo 70 de la Constitución de la República del Ecuador establece 
que: “El Estado formulará y ejecutará políticas para alcanzar la igualdad entre 
hombres y mujeres, a través del mecanismo especializado de acuerdo con la 
ley, e incorporará el enfoque de género en planes y programas y brindará  
asistencia técnica para su obligatoria aplicación en el sector público”. 
 
Que, el artículo 156 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: 
“Los consejos nacionales para la igualdad son órganos responsables de 
asegurar la plena vigencia y el ejercicio  de los derechos consagrados en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales de Derecho Humanos. Los 
consejos ejercerán atribuciones en la formulación, transversalización, 
observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas relacionadas 
con las temáticas de género, generacionales, interculturales y de 
discapacidades y movilidad humana de acuerdo con la ley. Para el 
cumplimiento de sus fines se coordinarán con las entidades rectoras y 
ejecutoras y con los organismos especializados en la protección de derechos 
en todos los niveles de gobierno.” 
 
Que, el artículo 341 de la Constitución de la República del Ecuador establece 
que “El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus 
habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios 
reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la 
no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que requieran 
consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión, 
discriminación o violencia, o en virtud de su consideración etaria, de salud o 
de discapacidad. La protección integral funcionará a través de sistemas 
especializados, de acuerdo con la ley. Los sistemas especializados se guiarán 
por sus principios específicos y los del sistema nacional de inclusión y equidad 
social. El sistema Nacional descentralizado de protección de la niñez y 
adolescencia será en encargado de asegurar el ejercicio de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes. Serán parte del sistema las instituciones públicas, 
privadas y comunitarias.”  
 
Que, el artículo 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos establece 
el deber de adoptar, con arreglo a los procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades contempladas 
en este instrumento internacional; 
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Que, el numeral 4 del artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
políticos manda que todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 
económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de 
menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del 
Estado; 
 
Que, la Declaración de Viena sobre Feminicidio del año 2012 del Consejo 
Académico de Naciones Unidas, insta a los Estados miembros, en relación con 
su obligación de diligencia debida para proteger a las mujeres, así como 
prevenir y perseguir el feminicidio, a emprender iniciativas institucionales para 
mejorar su prevención y la provisión de protección legal, los remedios y 
reparación a las mujeres sobrevivientes de la violencia contra la mujer, de 
conformidad con los tratados internacionales de derechos humanos; así como 
reconoce el trabajo indispensable de las organizaciones de la sociedad civil en 
la lucha contra el feminicidio en todo el mundo y alienta a los Estados 
miembros y los donantes para apoyar y financiar sus esfuerzos; 
 
Que, el artículo 205 del Código de la Niñez y Adolescencia menciona que “Las 
Juntas Cantonales de Protección de Derechos son órganos de nivel operativo, 
con autonomía administrativa y funcional, que tienen como función pública la 
protección de los derechos individuales y colectivos de los niños, niñas y 
adolescentes, en el respectivo cantón. Las organizará cada municipalidad a 
nivel cantonal o parroquial, según sus planes de desarrollo social. Serán 
financiadas por el Municipio con los recursos establecidos en el presente 
Código y más leyes.” 
 
Que, el artículo 206 del Código de la Niñez y Adolescencia, dispone que: 
“Corresponde a las Juntas de Protección de Derechos: 
a) Conocer, de oficio o a petición de parte, los casos de amenaza o violación de 
los derechos individuales de niños, niñas y adolescentes dentro de la 
jurisdicción del respectivo cantón; y disponer las medidas administrativas de 
protección que sean necesarias para proteger el derecho amenazado o restituir 
el derecho violado;  
b) Vigilar la ejecución de sus medidas;  
c) Interponer las acciones necesarias ante los órganos judiciales competentes 
en los casos de incumplimiento de sus decisiones;  
d) Requerir de los funcionarios públicos de la administración central y 
seccional, la información y documentos que requieran para el cumplimiento de 
sus funciones; e) Llevar el registro de las familias, adultos, niños, niñas y 
adolescentes del respectivo Municipio a quienes se haya aplicado medidas de 
protección;  
f) Denunciar ante las autoridades competentes la comisión de infracciones 
administrativas y penales en contra de niños, niñas y adolescentes;  
g) Vigilar que los reglamentos y prácticas institucionales de las entidades de 
atención no violen los derechos de la niñez y adolescencia; y,  
h) Las demás que señale la ley” 
 
Que, el artículo 207 del Código de la Niñez y Adolescencia manifiesta que: “La 
Junta Cantonal de Protección de Derechos se integrará con tres miembros  
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principales y sus respectivos suplentes, los que serán elegidos por el Consejo 
Cantonal de la Niñez y Adolescencia de entre candidatos que acrediten 
formación técnica necesaria para cumplir con las responsabilidades propias 
del cargo, propuestos por la sociedad civil. Durarán tres años en sus funciones 
y podrán ser reelegidos por una sola vez. El Reglamento que dicte el Presidente 
de la República a propuesta del Consejo Nacional establecerá los demás 
requisitos que deben reunirse para ser miembro de estas Juntas, las 
inhabilidades e incompatibilidades y los procedimientos para proponerlos y 
elegirlos. 
 
Que, el artículo 54 literal j), del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización establece “j) Implementar los sistemas de 
protección integral del cantón que aseguren el ejercicio, garantía y exigibilidad 
de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales, lo cual incluirá la conformación de los consejos cantonales, 
juntas cantonales y redes de protección de derechos de los grupos de atención 
prioritaria. Para la atención de las zonas rurales coordinará con los Gobiernos 
Autónomos Parroquiales y Provinciales”. 
 
Que, el artículo 57 literal a) del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización establece, “a) El ejercicio de la facultad  
normativa en las materias de competencia del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal, mediante la expedición de ordenanzas cantonales, 
acuerdos y resoluciones.” 
 
Que, el artículo 128 inciso 3º, del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización establece que, “Todas las competencias se 
gestionarán como un sistema integral que articula los distintos niveles de 
gobierno y por lo tanto, será responsabilidad del Estado en su conjunto. El 
ejercicio de las competencias observará una gestión solidaria y subsidiaria 
entre los diferentes niveles de gobierno, con participación ciudadana y una 
adecuada coordinación interinstitucional. Los modelos de gestión de los 
diferentes sectores se organizarán, funcionarán y someterán a los principios y 
normas definidos en el sistema nacional de competencias. Los modelos de 
gestión que se desarrollen en los regímenes especiales observarán 
necesariamente la distribución de competencias y facultades, criterios y 
normas, contenidas en este Código para los distintos niveles de gobierno.”  
 
Que, el artículo 148 del COOTAD determina; “Ejercicio de las competencias de 
protección integral a la niñez y adolescencia.- Los gobiernos autónomos 
descentralizados ejercerán las competencias destinadas a asegurar los 
derechos de niñas, niños y adolescentes que les sean atribuidas por la 
Constitución, este Código y el Consejo Nacional de Competencias en 
coordinación con la ley que regule el sistema nacional descentralizado de 
protección integral de la niñez y la adolescencia. Para el efecto, se observará 
estrictamente el ámbito de acción determinado en este Código para cada nivel 
de gobierno y se garantizará la organización y participación protagónica de 
niños, niñas, adolescentes, padres, madres y sus familias, como los titulares de 
estos derechos.”  
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Que, el artículo 598 del Código Orgánico de Organización Territorial 
Autonomía y Descentralización establece “Consejo Cantonal para la protección 
de derechos.- Cada Gobierno Autónomo Descentralizado, Municipal organizará 
y financiará un Consejo Cantonal para la Protección de los Derechos 
consagrados por la Constitución y los instrumentos internacionales de 
Derechos Humanos.  
 
Los Consejos Cantonales para la Protección de Derechos, tendrán como 
atribuciones la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y 
evaluación de políticas públicas municipales de protección de derechos, 
articulada a las políticas públicas de los Consejos Nacionales para la Igualdad. 
Los Consejos de Protección de derechos coordinarán con las entidades así 
como con las redes interinstitucionales especializadas en protección de 
derechos.  
 
Los Consejos Cantonales para la Protección de Derechos se constituirán con la 
participación paritaria de representantes de la sociedad civil, especialmente de 
los titulares de derechos; del sector público, integrados por delegados de los 
organismos desconcentrados del gobierno nacional que tengan 
responsabilidad directa en la garantía, protección y defensa de los derechos de 
las personas y grupos de atención prioritaria; delegados de los gobiernos 
metropolitanos o municipales respectivos; y, delegados de los gobiernos 
parroquiales rurales. Estarán presididos por la máxima autoridad de la función 
ejecutiva de los gobiernos metropolitanos o municipales, o su delegado; y, su 
vicepresidente será electo de entre los delegados de la sociedad civil.” 
 
Que, el artículo 12 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, 
establece que la planificación del desarrollo y el ordenamiento territorial es 
competencia de los gobiernos autónomos descentralizados en sus territorios. 
Se ejercerá a través de sus planes propios y demás instrumentos, en 
articulación y coordinación con los diferentes niveles de gobierno, en el ámbito 
del Sistema Nacional Descentralizado de Planificación Participativa; 
 
Que, el artículo 14 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, 
establece que en el ejercicio de la planificación y la política pública se 
establecerán espacios de coordinación, con el fin de incorporar los enfoques de 
género, étnico-culturales, generacionales, de discapacidad y movilidad. 
Asimismo, en la definición de las acciones públicas se incorporarán dichos 
enfoques para conseguir la reducción de brechas socio-económicas y la 
garantía de derechos. Las propuestas de política formuladas por los Consejos 
Nacionales de la Igualdad se recogerán en agendas de coordinación 
intersectorial, que serán discutidas y consensuadas en los Consejos Sectoriales 
de Política para su inclusión en la política sectorial y posterior ejecución por 
parte de los ministerios de Estado y demás organismos ejecutores; 
 
Que, el artículo 16 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, 
establece respecto a la articulación y complementariedad de las políticas 
públicas, que en los procesos de formulación y ejecución de las políticas 
públicas, se establecerán mecanismos de coordinación que garanticen la 
coherencia y complementariedad entre las intervenciones de los distintos  
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niveles de gobierno. Para este efecto, los instrumentos de planificación de los 
gobiernos autónomos descentralizados propiciarán la incorporación de las 
intervenciones que requieran la participación del nivel desconcentrado de la 
función ejecutiva; asimismo las entidades desconcentradas de la función 
ejecutiva, incorporarán en sus instrumentos de planificación las intervenciones 
que se ejecuten de manera concertada con los gobiernos autónomos 
descentralizados; 
 
Que, el artículo 18 inciso cuarto de la Ley de Modernización del Estado 
establece que los funcionarios públicos son plenamente competentes para 
ejercer todas aquellas acciones que son compatibles con la naturaleza y fines 
del respectivo órgano o entidad administrativa que dirigen o representan; 
 
Que, el artículo 30 de la Ordenanza de Organización del Sistema de Protección 
Integral de Derechos en el Cantón Gualaquiza establece que: “La Junta 
Cantonal de Protección de Derechos será organizada y financiada por el 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón Gualaquiza, como 
un órgano operativo con autonomía administrativa y funcional; se constituye 
en un mecanismo idóneo para garantizar de manera expedita, en la vía 
administrativa, los derechos de los grupos de atención prioritaria en el cantón, 
cuando exista una amenaza o violación de los mismos. 
 
Para el cumplimiento de sus fines, la Junta Cantonal de Protección de Derechos 
articulará sus acciones y decisiones con los otros organismos del Sistema 
Cantonal de Protección Integral con el fin de dar una respuesta integral a las 
necesidades de las personas, comunidades o colectivos cuyos derechos se 
amenacen o conculquen. 
 
Corresponde al Gobierno Municipal de Gualaquiza, en función de su Plan de 
Desarrollo cantonal o evaluación de la situación de los niños, niñas, y 
adolescentes en el cantón, determinar y conformar el número de juntas que se 
requieran para asegurar la protección y restitución de los derechos 
amenazados o vulnerados.” 
 
Que, el artículo 32 de la Ordenanza de Organización del Sistema de Protección 
Integral de Derechos en el Cantón Gualaquiza manifiesta que: “La Junta 
Cantonal para la Protección de Derechos del cantón Gualaquiza está integrada 
con tres miembros principales, cada uno con sus respectivos suplentes, los que 
serán elegidos mediante concurso de méritos y oposición, proceso que será 
llevado a cabo por el Consejos Cantonal para la Protección de Derechos del 
Cantón Gualaquiza. 
Los suplentes se principalizarán en caso de ausencia definitiva o temporal de 
los principales. 
Los miembros de la Junta Cantonal de Protección de Derechos del cantón 
Gualaquiza, son considerados funcionarios con nombramiento a periodo fijo, 
por lo tanto excluidos de la carrera administrativa; y una vez elegidos pueden 
ser libremente removidos de sus puestos, con justa causa. Y tendrán 
dependencia laboral con la Municipalidad.” 
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En uso de la facultad legislativa prevista en el Art. 240 de la Constitución de la 
República del Ecuador, Arts. 7 y Art. 57 literal a) del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, expide la siguiente 
 
“TERCERA REFORMA A LA ORDENANZA DE ORGANIZACIÓN DEL SISTEMA 
DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS EN EL CANTÓN GUALAQUIZA” 

 
 
Art. 1.- Sustitúyase el literal a) del Art. 34 por el siguiente: 
 

a) Tener título de tercer nivel como: abogado (a), psicólogo (a), 

trabajador(a) social. 

 
La presente ordenanza entrará en vigencia a partir de su sanción por el 
ejecutivo del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gualaquiza, 
sin perjuicio de su publicación en la Gaceta Oficial Municipal y página web de 
la institución. 
 
Dado y firmado en la ciudad de Gualaquiza, en la Sala de Sesiones del 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gualaquiza a los 27 días del 
mes de Abril del 2018. 
 
 
 
 
 
   Ing. Patricio Ávila Choco                                                        Ab. Isabel Samaniego 
ALCALDE DE GUALAQUIZA                                             SECRETARIA DEL CONCEJO 
 
 
 
 

SECRETARÍA DEL CONCEJO DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
GUALAQUIZA.- REMISIÓN: En concordancia al Art. 322 del Código Orgánico de 
Organización Territorial Autonomía y Descentralización, remito la TERCERA 
REFORMA A LA ORDENANZA DE ORGANIZACIÓN DEL SISTEMA DE 
PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS EN EL CANTÓN GUALAQUIZA, que 
en Sesión Ordinaria del Concejo Municipal del cantón Gualaquiza del 13 de 
Abril del 2018 y Sesión Ordinaria del Concejo Municipal del cantón Gualaquiza 
del 27 de Abril del 2018, fue conocida, discutida y aprobada en dos debates. 

 
 
 

 
 
Ab. Isabel Samaniego  
SECRETARIA DEL CONCEJO  
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ALCALDÍA DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTÓN GUALAQUIZA.- 
SANCIÓN.- Gualaquiza, 02 de Mayo del 2018, a las 08h10.- En uso de las 
facultades que me confiere los artículos 322 inciso cuarto y 324 del Código 
Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización, 
SANCIONO la presente ordenanza y autorizo su promulgación y publicación. 
 
 
 
 
 
Ing. Patricio Ávila Choco 
ALCALDE DE GUALAQUIZA  
 
 
SECRETARÍA DEL CONCEJO DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTON 
GUALAQUIZA.- CERTIFICACIÓN: En la Sala de Sesiones del Concejo Municipal 
del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Gualaquiza, ciudad de 
Gualaquiza a las 08H23 del día 02 de Mayo del 2018.- Proveyó y firmó la 
Ordenanza que antecede el señor Ing. Augusto Patricio Ávila Choco, Alcalde de 
Gualaquiza. CERTIFICO.- 
 
 
 
 
 
Ab. Isabel Samaniego 
SECRETARIA DEL CONCEJO 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 


